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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
EMPRESAS SOCIALES DEL ESTADO – Régimen contractual – Derecho privado 

De acuerdo con el numeral 6 del artículo 195 de la Ley 100 de 1993, las Empresas Sociales del Estado se rigen en materia contractual por el derecho privado y pueden utilizar discrecionalmente las cláusulas exorbitantes previstas en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Conforme al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, en el desarrollo de su actividad contractual aplican los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, y están sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal. Su actividad contractual se adelanta conforme al estatuto de contratación que adopte la junta directiva, en los términos del artículo 76 de la Ley 1438 de 2011 y de los lineamientos de la Resolución 5185 de 2013 del Ministerio de Salud y Protección Social, modificada por la Resolución 1440 de 2024.

PLANEACIÓN – Seguridad y salud en el trabajo – Actividades de alto riesgo – Incorporación en los documentos del proceso

Las normas de seguridad y salud en el trabajo aplicables a las actividades que constituyen el objeto del contrato, como las relativas al trabajo en alturas, integran el marco jurídico en el que el contrato se ejecuta. En la etapa de planeación, la entidad debe identificar esas exigencias según la naturaleza de las actividades y los riesgos asociados, y reflejarlas en los estudios previos, en las condiciones del procedimiento de selección y en las obligaciones del contratista, de manera que su cumplimiento pueda verificarse durante la ejecución. Esta Subdirección ha señalado que las entidades pueden incluir en los procesos de selección criterios relacionados con el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, sin exigir certificaciones de sistemas de gestión de calidad como documento habilitante o factor de calificación.

SUPERVISIÓN E INTERVENTORÍA – Entidades públicas – Empresas Sociales del Estado

El artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 obliga a las entidades públicas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda, con el fin de proteger la moralidad administrativa, prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y tutelar la transparencia de la actividad contractual. Las Empresas Sociales del Estado, como categoría especial de entidad pública descentralizada, están comprendidas en ese mandato. El seguimiento abarca los aspectos técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico del contrato y se extiende a todas las obligaciones a cargo del contratista.

SUPERVISIÓN – Seguridad y salud en el trabajo – Verificación durante la ejecución 

Durante la ejecución, el supervisor o interventor verifica el cumplimiento de las obligaciones del contratista en materia de seguridad y salud en el trabajo, entre ellas la afiliación de su personal al Sistema General de Riesgos Laborales, la comunicación de los peligros y riesgos propios de las actividades y la observancia de los estándares que resulten aplicables. Conforme al artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, está facultado para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y es responsable de mantener informada a la entidad de los hechos o circunstancias que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente.

SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL – Riesgos laborales – Verificación de aportes 

El artículo 50 de la Ley 789 de 2002 condiciona la celebración, renovación y liquidación de contratos con entidades del sector público al cumplimiento, por parte del contratista, de sus obligaciones con los sistemas de salud, riesgos laborales, pensiones y aportes parafiscales. En los contratos regidos por el Estatuto General, el inciso segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007, exige acreditar el pago de esos aportes para la realización de cada pago derivado del contrato.

INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATISTA – Mecanismos contractuales – Estatuto de contratación – Empresas Sociales del Estado

Frente al incumplimiento de las obligaciones de seguridad y salud en el trabajo pactadas, la entidad cuenta con los mecanismos previstos en el contrato y en su estatuto de contratación, según el régimen jurídico que le sea aplicable. Las Empresas Sociales del Estado pueden pactar discrecionalmente las cláusulas excepcionales del Estatuto General, conforme al numeral 6 del artículo 195 de la Ley 100 de 1993. La elección y el ejercicio de estos mecanismos corresponden a la entidad contratante.

SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO – Régimen sancionatorio – Responsabilidad disciplinaria y fiscal – Falta de competencia de la Agencia

La interpretación de las obligaciones que el Decreto 1072 de 2015 y la Resolución 4272 de 2021 imponen a empleadores y contratantes en materia de seguridad y salud en el trabajo, así como la determinación de las sanciones por su incumplimiento, corresponden al Ministerio del Trabajo. La responsabilidad disciplinaria y fiscal de los servidores públicos que intervienen en la gestión contractual corresponde a las autoridades disciplinarias y de control fiscal. La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente no es competente para pronunciarse sobre esas materias.

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO – Autonomía de la entidad estatal – Competencia de la Agencia

Corresponde a cada entidad estatal determinar, conforme a su régimen contractual y bajo su responsabilidad, las exigencias de seguridad y salud en el trabajo que deben incorporarse en cada contrato según la naturaleza de las actividades, y verificar su cumplimiento a través de la supervisión o interventoría. No es atribución de esta Agencia validar, calificar o revisar esas actuaciones.



Bogotá D.C., 23 de Septiembre de 2026 
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Estimado señor Castro:


La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por el numeral 5 del artículo 3 y el numeral 8 del artículo 11 del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, responde su petición del 4 de agosto de 2026, dirigida al Departamento Administrativo de la Función Pública y al Ministerio del Trabajo, y remitida a esta Agencia en lo relacionado con su competencia. En ella expone que las Empresas Sociales del Estado contratan con frecuencia labores de mantenimiento, infraestructura y servicios generales que implican actividades de alto riesgo, como el trabajo en alturas, y formula los siguientes interrogantes:

“1. ¿Se encuentra una Empresa Social del Estado (ESE), en su calidad de entidad pública y contratante, en la obligación legal de exigir, vigilar y verificar que sus contratistas (sean personas naturales o empresas privadas) cumplan cabalmente con lo establecido en la Resolución 4272 de 2021 (requisitos mínimos para trabajo en alturas, programas de prevención contra caídas, certificaciones de trabajadores, coordinadores de altura, etc.)?

2. ¿Qué consecuencias legales o administrativas acarrea para una Entidad Pública o Empresa Social del Estado (ESE) el no estar pendiente, omitir o fallar en la vigilancia, control y exigencia del cumplimiento de estas normas de seguridad (Resolución 4272 de 2021 y SG-SST) a sus contratistas, ante la ocurrencia de un incidente, accidente laboral o una visita de inspección del Ministerio del Trabajo?

3. ¿Puede ser sancionada una entidad pública/contratante por la deficiente o nula gestión y verificación de sus contratistas en materia de SST? En caso afirmativo, ¿qué tipo de sanción específica (multas, suspensiones, investigaciones disciplinarias o fiscales, u otras) le es aplicable a la entidad y/o a sus funcionarios responsables (supervisores, ordenadores del gasto)?”.

En primer lugar, es preciso señalar que la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente es la entidad especializada a la que el Gobierno nacional le confió la elaboración de conceptos en materia de compras y contratación estatal. Esa competencia comprende la interpretación de las normas de carácter general en esa materia, y no se extiende a resolver casos particulares y concretos, dirimir controversias, validar o calificar las actuaciones de las entidades estatales o de los demás partícipes del sistema de compra pública, ni determinar grados de responsabilidad. Los conceptos que emite tienen el alcance previsto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, de manera que no son de obligatorio cumplimiento ni constituyen decisiones administrativas.

Los interrogantes planteados se refieren, en buena parte, a la existencia y el alcance de obligaciones previstas en normas de seguridad y salud en el trabajo, en particular el Decreto 1072 de 2015 y la Resolución 4272 de 2021 del Ministerio del Trabajo, y al régimen sancionatorio aplicable por su incumplimiento, previsto en la Ley 1562 de 2012 y en el Decreto 1072 de 2015, que compiló el Decreto 472 de 2015. La interpretación de esas normas y la imposición de las sanciones correspondientes son competencia del Ministerio del Trabajo, en su condición de autoridad del Sistema General de Riesgos Laborales y titular de las funciones de inspección, vigilancia y control en la materia. A su vez, la eventual responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos corresponde a la Procuraduría General de la Nación, a las personerías y a las oficinas de control disciplinario interno, y la responsabilidad fiscal a la Contraloría General de la República y a las contralorías territoriales. Por consiguiente, esta Agencia no se pronunciará sobre el contenido de la Resolución 4272 de 2021 ni sobre las sanciones o responsabilidades a que se refieren los interrogantes segundo y tercero.

Conforme a lo expuesto, y en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición, la consulta se atenderá de manera general y desde la perspectiva de la contratación estatal, en lo que corresponde a la competencia de esta Agencia: el régimen contractual de las Empresas Sociales del Estado, la incorporación de las exigencias de seguridad y salud en el trabajo en la planeación y en el contenido del contrato, y el deber de vigilancia de la ejecución contractual.


1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, y abstrayendo de ella los problemas jurídicos generales que corresponden a la competencia de esta Agencia, se procede a resolver: i) ¿Qué régimen de contratación se aplica a las Empresas Sociales del Estado y qué normas del sistema de compra pública les son exigibles? ii) ¿Cómo deben las entidades estatales incorporar en la planeación y en el contrato las exigencias normativas de seguridad y salud en el trabajo aplicables a la ejecución del objeto, como las relativas al trabajo en alturas? iii) ¿Cuál es el alcance del deber de vigilancia de la ejecución contractual respecto del cumplimiento de esas exigencias por parte del contratista, y con qué mecanismos contractuales cuenta la entidad ante su incumplimiento?


2. Respuestas:

	i) Las Empresas Sociales del Estado se rigen en materia contractual por el derecho privado, conforme al numeral 6 del artículo 195 de la Ley 100 de 1993, y pueden utilizar discrecionalmente las cláusulas exorbitantes del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Su actividad contractual se adelanta con sujeción al estatuto de contratación adoptado por su junta directiva, según el artículo 76 de la Ley 1438 de 2011 y los lineamientos de la Resolución 5185 de 2013 del Ministerio de Salud y Protección Social, modificada por la Resolución 1440 de 2024. Conforme al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, deben aplicar los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal, están sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la contratación estatal y deben publicar su actividad contractual en el Sistema Electrónico de Contratación Pública – SECOP. Les son aplicables, además, las normas de alcance general que rigen para las entidades públicas, como las de supervisión e interventoría de los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011.[footnoteRef:1] [1:  Ley 100 de 1993, artículos 194 y 195, numeral 6. Ley 1150 de 2007, artículo 13. Ley 1438 de 2011, artículo 76. Resolución 5185 de 2013 del Ministerio de Salud y Protección Social, modificada por la Resolución 1440 de 2024. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1392 del 10 de noviembre de 2025 y C-605 del 26 de mayo de 2026.] 


ii) Las normas de seguridad y salud en el trabajo aplicables a las actividades que constituyen el objeto del contrato integran el marco jurídico de su ejecución. En la etapa de planeación, la entidad debe identificar esas exigencias según la naturaleza de las actividades y sus riesgos, y reflejarlas en los estudios previos, en las condiciones del procedimiento de selección y en las obligaciones del contratista, de modo que su cumplimiento sea verificable durante la ejecución. En particular, puede definir obligaciones relativas a la implementación del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, la afiliación del personal al Sistema General de Riesgos Laborales, la idoneidad y las certificaciones que la normativa exija al personal que ejecuta actividades de alto riesgo, y la entrega de los soportes documentales correspondientes. Esta Subdirección ha señalado que las entidades pueden incluir en los procesos de selección criterios relacionados con el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, sin exigir certificaciones de sistemas de gestión de calidad como documento habilitante o factor de calificación. La determinación del contenido y alcance de las exigencias previstas en la Resolución 4272 de 2021 corresponde al Ministerio del Trabajo.[footnoteRef:2] [2:  Decreto 1072 de 2015, artículos 2.2.4.6.1, 2.2.4.6.27 y 2.2.4.6.28. Ley 1150 de 2007, artículo 5, parágrafo 2. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-564 del 2 de diciembre de 2024.] 


iii) Conforme al artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, las entidades públicas, incluidas las Empresas Sociales del Estado, deben vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor. Esta vigilancia comprende el cumplimiento de todas las obligaciones del contratista, incluidas las de seguridad y salud en el trabajo pactadas en el contrato o derivadas de las normas aplicables a la actividad, así como la verificación de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral, incluido el de riesgos laborales, exigida por el artículo 50 de la Ley 789 de 2002. De acuerdo con el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, el supervisor o interventor puede solicitar informes, aclaraciones y explicaciones al contratista, y debe mantener informada a la entidad de los hechos que pongan o puedan poner en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando el incumplimiento se presente.[footnoteRef:3] [3:  Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84. Ley 789 de 2002, artículo 50. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-564 del 2 de diciembre de 2024, C-219 del 28 de marzo de 2025 y C-196 de 2026.] 


Frente al incumplimiento de esas obligaciones, la entidad cuenta con los mecanismos previstos en el contrato y en su estatuto de contratación, conforme al régimen jurídico que le sea aplicable. Las Empresas Sociales del Estado pueden pactar discrecionalmente las cláusulas excepcionales del Estatuto General, en los términos del numeral 6 del artículo 195 de la Ley 100 de 1993. Las consecuencias que el incumplimiento de las normas de seguridad y salud en el trabajo pueda acarrear para la entidad o para sus servidores, y las sanciones aplicables, corresponden a la competencia del Ministerio del Trabajo y de las autoridades disciplinarias y de control fiscal, por lo que esta Agencia no se pronuncia sobre ellas.




3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) El artículo 194 de la Ley 100 de 1993 define las Empresas Sociales del Estado como una categoría especial de entidad pública descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa. El artículo 195 de la misma ley establece su régimen jurídico y, en el numeral 6, dispone que “en materia contractual se regirá por el derecho privado, pero podrá discrecionalmente utilizar las cláusulas exorbitantes previstas en el estatuto general de contratación de la administración pública”. Las Empresas Sociales del Estado son, por tanto, entidades con régimen contractual exceptuado del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.[footnoteRef:4] [4:  Ley 100 de 1993, artículos 194 y 195, numeral 6.] 


La aplicación del derecho privado a su actividad contractual está sujeta a los límites que impone su condición de entidades públicas. El artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 dispone que las entidades estatales que por disposición legal cuenten con un régimen contractual excepcional al del Estatuto General aplicarán en desarrollo de su actividad contractual, acorde con su régimen legal especial, los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, y estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación estatal. Esta Subdirección ha señalado que estas entidades deben adoptar manuales o estatutos de contratación que incorporen dichos principios y publicar oportunamente su actividad contractual en el SECOP.[footnoteRef:5] [5:  Ley 1150 de 2007, artículo 13. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1392 del 10 de noviembre de 2025.] 


En el caso de las Empresas Sociales del Estado, el artículo 76 de la Ley 1438 de 2011 asignó a sus juntas directivas la adopción del estatuto de contratación, de acuerdo con los lineamientos que defina el Ministerio de Salud y Protección Social. Esos lineamientos están contenidos en la Resolución 5185 de 2013, modificada por la Resolución 1440 de 2024. El estatuto así adoptado, junto con las estipulaciones del contrato, regula la planeación, la selección, la celebración y la ejecución de los contratos de cada Empresa Social del Estado, y en él pueden preverse los mecanismos con que cuenta la entidad para exigir el cumplimiento de las obligaciones del contratista.[footnoteRef:6] [6:  Ley 1438 de 2011, artículo 76. Resolución 5185 de 2013 del Ministerio de Salud y Protección Social, modificada por la Resolución 1440 de 2024. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-605 del 26 de mayo de 2026.] 


Además del régimen contractual propio, a las Empresas Sociales del Estado les son aplicables las normas de alcance general que regulan aspectos de la gestión contractual de las entidades públicas, entre ellas las relativas a la supervisión e interventoría de los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, y las que condicionan la celebración y ejecución de los contratos al cumplimiento de las obligaciones con el Sistema de Seguridad Social Integral, como el artículo 50 de la Ley 789 de 2002. Estas disposiciones se analizan más adelante.

ii) La actividad contractual del Estado está orientada al cumplimiento de los fines estatales y debe desarrollarse con sujeción a los principios de la función administrativa, entre ellos los de eficacia, economía y responsabilidad. De esos principios se deriva el deber de planeación, que exige a la entidad identificar con anterioridad a la selección del contratista la necesidad que pretende satisfacer, las condiciones técnicas y jurídicas de la ejecución y los riesgos asociados. Para las entidades sometidas al Estatuto General, ese deber se concreta en el análisis del sector y en la elaboración de los estudios y documentos previos, regulados en los artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015. Para las Empresas Sociales del Estado, se desarrolla conforme a su estatuto de contratación, con observancia de los principios del artículo 13 de la Ley 1150 de 2007.[footnoteRef:7] [7:  Constitución Política, artículo 209. Ley 1150 de 2007, artículo 13. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1, este último modificado por el artículo 1 del Decreto 399 de 2021.] 


Cuando el objeto del contrato comprende actividades reguladas por normas de seguridad y salud en el trabajo, como el trabajo en alturas, esas normas hacen parte del marco jurídico dentro del cual el contrato debe ejecutarse, y su observancia es una condición de la correcta ejecución del objeto. Por esta razón, la planeación del contrato debe considerarlas desde su inicio. El Decreto 1072 de 2015, cuyas disposiciones sobre el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo se aplican, según su artículo 2.2.4.6.1, a los empleadores públicos y privados y a los contratantes de personal bajo modalidad de contrato civil, comercial o administrativo, prevé en sus artículos 2.2.4.6.27 y 2.2.4.6.28 que las especificaciones de las adquisiciones y los procesos de contratación consideren el cumplimiento de ese sistema por parte de proveedores y contratistas. La interpretación de estas disposiciones y de la Resolución 4272 de 2021 corresponde al Ministerio del Trabajo. En el ámbito contractual, las exigencias que de ellas se deriven deben reflejarse en los documentos del proceso.

En ese sentido, y a título orientativo, la entidad puede incorporar en los documentos del proceso, según la naturaleza de las actividades: a) en los estudios previos, la identificación de las actividades de alto riesgo comprendidas en el objeto y de las normas de seguridad y salud en el trabajo que les son aplicables; b) en las condiciones del procedimiento de selección, los requisitos relacionados con el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo que resulten adecuados y proporcionales; c) en el contrato, las obligaciones específicas del contratista en esa materia, como la implementación del sistema de gestión, la afiliación del personal al Sistema General de Riesgos Laborales, el suministro de elementos de protección, y la idoneidad y las certificaciones que la normativa exija al personal que ejecuta las actividades de alto riesgo; d) los soportes documentales que el contratista debe entregar para acreditar el cumplimiento de esas obligaciones, y e) la forma en que el supervisor o interventor verificará dicho cumplimiento.

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la inclusión de criterios relacionados con el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo en los procesos de selección. Señaló que las entidades pueden incluir criterios que permitan verificar la implementación de ese sistema, sin desconocer la prohibición del parágrafo 2 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, según la cual las certificaciones de sistemas de gestión de calidad no pueden ser objeto de calificación ni establecerse como documento habilitante. Los requisitos que se definan deben ser adecuados y proporcionales a la naturaleza del contrato, de modo que no restrinjan injustificadamente la participación de los interesados.[footnoteRef:8] [8:  Ley 1150 de 2007, artículo 5, parágrafo 2. Decreto 1072 de 2015, artículos 2.2.4.6.1, 2.2.4.6.27 y 2.2.4.6.28. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-564 del 2 de diciembre de 2024.] 


La incorporación de estas exigencias en los documentos del proceso hace del cumplimiento de las normas de seguridad y salud en el trabajo una obligación contractual expresa del contratista, cuya verificación corresponde al supervisor o interventor y cuyo incumplimiento habilita a la entidad para acudir a los mecanismos previstos en el contrato. Cada entidad determinará, conforme a su régimen contractual y a las características de las actividades, las exigencias que corresponda incorporar.


iii) El artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 dispone que, “con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda”. La disposición se dirige a las entidades públicas, sin distinguir según el régimen contractual que les sea aplicable, por lo que comprende a las Empresas Sociales del Estado. El mismo artículo precisa que la supervisión consiste en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato ejerce la misma entidad, y que la interventoría consiste en el seguimiento técnico que realiza una persona natural o jurídica contratada para tal fin.[footnoteRef:9] [9:  Ley 1474 de 2011, artículo 83. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-219 del 28 de marzo de 2025.] 


El artículo 84 de la misma ley establece que la supervisión e interventoría implica el seguimiento al cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, faculta a supervisores e interventores para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y los hace responsables de mantener informada a la entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente.[footnoteRef:10] [10:  Ley 1474 de 2011, artículo 84.] 


El seguimiento que ordenan estas normas recae sobre la totalidad de las obligaciones del contratista. En consecuencia, cuando el contrato comprende actividades reguladas por normas de seguridad y salud en el trabajo, la vigilancia se extiende a las obligaciones pactadas en esa materia. Esta Subdirección ha señalado que, durante la ejecución, la entidad debe supervisar el cumplimiento de los estándares mínimos del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, lo que incluye verificar la afiliación del personal al Sistema General de Riesgos Laborales, la comunicación de los peligros y riesgos y la capacitación del personal. El resultado de esta verificación debe constar en los informes de supervisión o interventoría.[footnoteRef:11] [11:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-564 del 2 de diciembre de 2024. Decreto 1072 de 2015, artículo 2.2.4.6.28.] 


A lo anterior se suma la verificación de las obligaciones del contratista con el Sistema de Seguridad Social Integral. El artículo 50 de la Ley 789 de 2002 condiciona la celebración, renovación o liquidación de contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público al cumplimiento, por parte del contratista, de sus obligaciones con los sistemas de salud, riesgos laborales, pensiones y aportes parafiscales, y ordena a las entidades públicas verificar y dejar constancia de ese cumplimiento al momento de liquidar los contratos. En los contratos regidos por el Estatuto General, el inciso segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007, exige además acreditar el pago de esos aportes para la realización de cada pago derivado del contrato.[footnoteRef:12] [12:  Ley 789 de 2002, artículo 50. Ley 80 de 1993, artículo 41, inciso segundo, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-585 de 2025, C-789 de 2025 y C-196 de 2026.] 


Cuando el supervisor o interventor advierta el incumplimiento de las obligaciones de seguridad y salud en el trabajo, debe informarlo a la entidad, que podrá acudir a los mecanismos previstos en el contrato y en su estatuto de contratación para exigir su cumplimiento, conforme al régimen jurídico que le sea aplicable. Las Empresas Sociales del Estado pueden pactar discrecionalmente las cláusulas excepcionales del Estatuto General, conforme al numeral 6 del artículo 195 de la Ley 100 de 1993; cuando no se han pactado, la entidad debe acudir a los mecanismos previstos en el contrato. La elección y el ejercicio de estos mecanismos corresponden a la entidad, de acuerdo con las circunstancias de cada caso.

El artículo 82 de la Ley 1474 de 2011, que modificó el artículo 53 de la Ley 80 de 1993, establece que los consultores, interventores y asesores externos responden civil, fiscal, penal y disciplinariamente tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas de sus contratos como por los hechos u omisiones que les fueren imputables y que causen daño o perjuicio a las entidades. La responsabilidad de los servidores públicos que ejercen la supervisión se rige por las normas disciplinarias y fiscales correspondientes. Como se indicó, la determinación de esas responsabilidades y de las sanciones derivadas del incumplimiento de las normas de seguridad y salud en el trabajo corresponde a las autoridades competentes y excede la competencia de esta Agencia.[footnoteRef:13] [13:  Ley 1474 de 2011, artículo 82. Ley 80 de 1993, artículo 53.] 


Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta, conforme a su régimen contractual y a las características de las actividades contratadas, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.


4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:


	· Normativa: Constitución Política, artículos 209 y 267. Ley 80 de 1993, artículos 41 —inciso segundo, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007— y 53, modificado por el artículo 82 de la Ley 1474 de 2011. Ley 100 de 1993, artículos 194 y 195 —numeral 6—. Ley 789 de 2002, artículo 50. Ley 1150 de 2007, artículos 5 —parágrafo 2—, 13 y 23. Ley 1438 de 2011, artículo 76. Ley 1474 de 2011, artículos 82, 83 y 84. Ley 1562 de 2012. Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 —numeral 5— y 11 —numeral 8—. Decreto 1072 de 2015, artículos 2.2.4.6.1, 2.2.4.6.27 y 2.2.4.6.28. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1, modificado por el artículo 1 del Decreto 399 de 2021. Resolución 5185 de 2013 del Ministerio de Salud y Protección Social, modificada por la Resolución 1440 de 2024. Resolución 4272 de 2021 del Ministerio del Trabajo. Resolución 469 de 2025 de la ANCP-CCE.

· Conceptos de la ANCP-CCE: Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-564 del 2 de diciembre de 2024, C-219 del 28 de marzo de 2025, C-585 de 2025, C-789 de 2025, C-1392 del 10 de noviembre de 2025, C-196 de 2026 y C-605 del 26 de mayo de 2026.




5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre la inclusión de criterios relacionados con el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo en los procesos de selección y su verificación durante la ejecución, esta Subdirección se pronunció en el Concepto C-564 del 2 de diciembre de 2024. Sobre el régimen contractual de las Empresas Sociales del Estado, en los Conceptos C-1392 del 10 de noviembre de 2025 y C-605 del 26 de mayo de 2026. Sobre las características de la supervisión y la interventoría y el deber de vigilancia de la ejecución contractual, en el Concepto C-219 del 28 de marzo de 2025. Sobre la verificación de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral, en los Conceptos C-585 de 2025, C-789 de 2025 y C-196 de 2026. Los conceptos emitidos por la Agencia pueden consultarse en el siguiente enlace:

https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente, 
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